Calificación registral de documentos administrativos: 
Precedentes de Observancia Obligatoria, hemos avanzado.

Corte Suprema, hemos retrocedido.
Jorge Ortiz Pasco *
Antecedentes.
La superintendencia nacional de los registros públicos cuenta desde su creación con vocación regulatoria (que data y tiene fundamento en el artículo 2009
 del código civil y ha sido ratificada por el artículo 9 de la ley 29566)
. Dicha vocación, se debería hacer efectiva a través del reglamento general de los registros públicos donde a la fecha no existe un artículo expreso para la calificación de un documento administrativo
. No obstante lo expresado, si existe un artículo sobre el contenido del asiento de inscripción cuando el título que lo genera es de origen administrativo
.

El tribunal registral tiene por razón de ser, sentido, objetivo y finalidad
 el de calificar y, además, (tan importante como calificar) el generar precedentes de observancia obligatoria
. En dicha facultad, el tribunal no se ha quedado cruzado de brazos, mejor aún, ha aportado al derecho registral peruano líneas directrices necesarias para la calificación de documentos administrativos.

Pleno Quinto. Precedente Segundo.

“Para la inscripción de resoluciones administrativas que impliquen la declaración, modificación o extinción del derecho de propiedad sobre bienes, se requiere acreditar que aquellas han quedado firmes”

Resoluciones que lo sustentan: 200-98-ORLC/TR, 60-99-ORLC/TR y 338-2002-ORLC/TR.

Resolución 200-98-ORLC/TR,

Nos encontramos ante una compra venta, independización y acumulación celebrada entre Juan Alejandro Iza Farje y su cónyuge y la Asociación Casa Huerta Magisterial Santa Rosa de Lima. El registrador David Percy Quispe Salsavilca observo solicitando los documentos técnicos necesarios para calificar la independización y acumulación del predio, omitiendo, que los partes notariales que contenían los actos inscribibles eran dos: uno, en el que se pactaron los tres actos inscribibles y, otro, en el que se dejaron sin efecto los actos inscribibles acumulación y subdivisión, pactando que el bien materia de la venta era uno solo. Por lo expresado la observación antes invocada carece de sustento. No obstante ello, también se había planteado una segunda observación indicando que en la partida registral del predio se publicitaba la inscripción de la resolución ministerial 0335-97-AG que declaro la caducidad del derecho de propiedad del vendedor Juan Alejandro Iza Farje y la reversión del mismo al Estado.

La antes mencionada resolución ministerial que deja sin efecto el derecho de propiedad del señor Iza Farje y además dispone la reversión del mismo a favor del Estado, no fue registrada en el rubro títulos de dominio sino en el de cargas y gravámenes (tal y como consta en la solicitud que el director ejecutivo del Programa Especial de Titulación de Tierras – PETT).

El tribunal registral considera en su análisis que al no haberse registrado la resolución ministerial en el rubro títulos de dominio el señor Iza Farje no ha perdido perdido su dominio y por tanto dispone se registre la compra venta a favor de la Asociación Casa Huerta Magisterial San Rosa de Lima. 

El argumento del tribunal registral se encuentra soportado en que el comprador asume el riesgo de la adquisición, ya que de solicitarse por el Estado (Ministerio de Agricultura) la inscripción de la reversión (desde el título archivado) este tendrá preferencia registral teniendo en cuenta que la caducidad y reversión ya se encontraban registradas.

Creo que dejar en manos del comprador el riesgo es justamente ello, muy riesgoso. Si el tribunal registral, sabía que la prioridad le favorece a al Estado (Ministerio de Agricultura) debió confirmar la observación del registrador Quispe Salsavilca e invocar la incompatibilidad en el acceso al registro de la compra venta desde lo dispuesto por el principio registral de prioridad excluyente. 
El tribunal resuelve revocar la denegatoria de inscripción.
Resolución 60-99-ORLC/TR. 

Se presenta al registro de la propiedad inmueble (hoy registro de predios) la solicitud de una primera inscripción de dominio a favor del Ministerio de Agricultura. El registrador Yuri Omar Zelayarán Melgar observa el título solicitando el plano perimétrico o catastral y la memoria descriptiva debidamente visado por el funcionario de la municipalidad de Punta Negra con la finalidad de poder determinar si el predio se encuentra en una zona urbana o no. 

El tribunal registral (con lo que me encuentro de acuerdo) expresa su línea de calificación no, solamente, por los aspectos técnicos del acto inscribible (solicitar planos y memoriua descriptiva) sino, por el título (la resolución directoral ejecutiva 06-96-AG-PETT) expresando que el acto a ser inscrito se encuentra en la misma y, por tanto, lo que también debió ser solicitado al usuario, es que acredite la firmeza (haber quedado consentida) de la resolución administrativa.

El tribunal resuelve revocar la observación y considera el acto inscribible, siempre que, se subsane la deficiencia advertida.

Resolución 338-2002-ORLC/TR.

Se solicita al registro de la propiedad inmueble (hoy registro de predios) la cancelación del asiento de reversión a favor del Estado sobre el inmueble ubicado en la esquina de la avenida La Punta con la futura vía Cabo Blanco en La Molina, en virtud de la resolución 024-2002/SBN-GO-JAR expedida por el jefe de recuperaciones de la Superintendencia de Bienes Nacionales. 

El registrador Manuel Edmundo Mejía Zamalloa observó que la resolución administrativa presentada contiene la transferencia de propiedad a favor de Ernesto Paredes Arana y Oscar Napoleón Salazar Saavedra, sin que la parte resolutiva de la misma lo señale expresamente. 

Los señores Paredes y Salazar, fueron adjudicatarios del Estado y registraron su dominio en el asiento 2-c de la ficha 252317. Posteriormente, el Estado aplico la cláusula de reversión registrándose en el asiento 3-c. Contra la decisión del Estado plantearon recursos de reconsideración que fueron declarados fundados y, por tanto, dejaron sin efecto la reversión que afecto su derecho de propiedad.

El tribunal registral considero que al haberse declarado fundados los recursos de reconsideración planteados por los señores Paredes y Salazar, lo que corresponde es solicitar a los mismos acrediten que la resolución administrativa que les da la razón ha quedado firme (consentida).

El tribunal resuelve revocar la observación y considera el acto inscribible, siempre que, se subsane la deficiencia advertida.

Comentario (aparte) sobre la vigencia del precedente de observancia obligatoria materia del presente análisis.

En los reglamentos de inscripciones del registro de predios de los años 2008 y 2013, respectivamente existe el artículo 10 referido a inscripción en mérito de acto administrativo. En el tercer párrafo de ambos reglamentos existió y existe la misma norma: “Tratándose de acto modificatorio de titularidad dominial, en caso de no acreditarse que la resolución ha quedado firme, se extenderá además una anotación, en el rubro de cargas y gravámenes en la que se dejará constancia de dicha circunstancia”.

Al tener en cuenta que ambos reglamentos de inscripciones (2008 y 2010) son posteriores al precedente de observancia obligatoria (2003) cabe preguntarse: ¿el segundo precedente de observancia obligatoria aprobado en el quinto pleno del tribunal registral, se encuentra vigente?

Creo que, siendo el reglamento de inscripciones del registro de predios una norma posterior al precedente de observancia obligatoria, este no se encuentra vigente solamente cuando el acto inscribible verse sobre una modificación al derecho de propiedad. No obstante ello, considero que el precedente de observancia obligatoria se mantiene vigente cuando se trate de una declaración o una extinción del derecho de propiedad, actos a los cuales el reglamento de inscripciones del registro de predios no ha hecho referencia. Por lo expresado, nos encontramos ante una derogatoria parcial del precedente de observancia obligatoria. 
Pleno nonagésimo tercero. Precedente Segundo. 
“En la calificación de actos administrativos, el registrador verificará la competencia del funcionario, la formalidad de la decisión administrativa, el carácter inscribible del acto o derecho y la adecuación del título con los antecedentes registrales. No podrá evaluar los fundamentos de hecho o derecho que ha tenido la administración para emitir el acto administrativo y la regularidad interna del procedimiento administrativo en el cual se ha dictado”.
Resoluciones que lo sustentan: 014-2007-SUNARP-TR-T, 019-2008-SUNARP-TR-T, 155-2006-SUNARP-TR-T, 048-2005-TR-T y 094-2005-SUNARP-TR-T.

Resolución 014-2007-SUNARP-TR-T.

La registradora Karla María Zagaceta Azcárate observo la solicitud de inscripción de la declaratoria de fábrica del predio signado como lote 9, manzana b, urbanización UPAO II, Trujillo. La observación se refirió a los siguientes puntos: 1) No se indicaron los datos del representante legal de la sociedad
 propietaria del inmueble y 2) En el formulario único oficial (FUO) se han omitido ambientes en el primer piso y cuarto piso, que si aparecen graficados en el plano.

Los argumentos del tribunal son:

Desde el artículo 9 de la ley del procedimiento administrativo general (ley 27444) existe la presunción de validez del acto administrativo.

Entiende que el formulario que contiene la declaratoria de fábrica, representa un acto administrativo sobre el cual existe una presunción de validez y, por tanto, correspondía al municipio de Trujillo verificar si quien represento a la sociedad en el procedimiento de finalización de la obra y declaratoria de fábrica, tenía la facultad para dicho acto. 

Por tanto, el tribunal registral considera que la registradora Zagaceta Azcárate no tiene facultad para exigir se acredite la representación, porque de hacerlo, estaría realizando un control ex post.

También procede a revocar la segunda observación invocando los principios de razonabilidad y la proporcionalidad que son recogidos en el artículo IV numeral 1.4 de la ley de procedimiento administrativo general. Procediendo el tribunal registral analizar en el caso concreto, si razonablemente es posible advertir que el defecto observado por la registradora (no haber descrito en el FUO dos ambientes de la edificación) es solo aparente. Es por ello, que el tribunal concluye que: “Si la documentación gráfica (el conjunto de planos) proporciona una idea más cabal de la realidad edificatoria de un predio, es evidente que dicha información se complementa con la mera descripción literal de dicha realidad contenida en el FUO….A la luz de estas ideas, resulta razonable concluir que, en el caso del título apelado , las omisiones contenidas en el FUO resultaban complementadas o subsanadas por la información del plano de distribución presentado…”

El tribunal resuelve revocar la observación.

Resolución 019-2008-SUNARP-TR-T.

El registrador Jorge Salomón Reyes tacho la solicitud de rectificación del estado civil del titular del predio quien manifestó que lo había adquirido de la dirección general de reforma agraria en su condición de soltero y, no, como aparece registrado en calidad de bien conyugal. 

La Tacha del registrador Salomón Reyes estuvo soportada en lo dispuesto en el artículo 2013 del código civil, es decir, en la presunción de legitimidad de lo inscrito y que la misma, solo puede ser dejada sin efecto por orden judicial.

Los argumentos del tribunal registral son:

“Las condiciones de la adjudicación eran materia de control y evaluación por parte de la DGRA, la que emitía una resolución de adjudicación (en este caso la resolución directoral 404-87-AG-DR-I-T emitida por la región agraria I – Tumbes) La adjudicación es, pues, un acto de atribución de un procedimiento administrativo”.

“Todo acto administrativo está premunido de una presunción de validez a tenor de lo que dispone el artículo 9 de la ley 27444, que sólo puede ser enervada por la misma administración…”

“ … la tesis del registrador Salomón en el sentido que la nulidad de una inscripción sólo puede tener su causa en una decisión judicial contraviene frontalmente la institución de la nulidad de los actos administrativos declarada por la propia administración que los dictó…De lo contrario, se llegaría al absurdo de generar inexactitudes registrales al publicar como válidos y vigentes derechos que han sido declarados ineficaces o inválidos extra registralmente”.

El tribunal resuelve revocar la tacha.

Resolución 155-2006-SUNARP-TR-T.
El registrador Enrique Fernando Monsalve Arróspide tacho la solicitud de inscripción de la regularización de declaratoria de fábrica de la edificación levantada sobre el terreno signado con los números 189 y 193 del jirón Huallaga, Cercado de Lima, de propiedad de la congregación de las hermanas de la Santa Cruz en el Perú.

La tacha del registrador Monsalve expreso lo siguiente:

“… teniendo en cuenta que la ley 27580, prohíbe sin excepción alguna, conceder autorización en vía de regularización bajo responsabilidad penal a todo funcionario (en este caso, la municipalidad metropolitana de Lima), que autorice la regularización de aquellos inmuebles considerados como patrimonio cultural de la nación, hecho que debe haber sido verificado anteriormente por dicho funcionario competente de la municipalidad metropolitana de Lima que expide la resolución 065-2006-MML-GDU-SAU)…”

El tribunal registral se plantea la siguiente inquietud: “… corresponde determinar si las instancias registrales pueden cuestionar aspectos del acto administrativo que ya han sido evaluados por el funcionario que instruyó el procedimiento correspondiente”. 
Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“… el Estado ha establecido una presunción de validez de los actos administrativos recogida por el artículo 9 de la ley 27444…”

“En materia de calificación de títulos administrativos el autor español Roca Sastre, citado por Manzano Solano, sostiene que las decisiones de las autoridades administrativas, dictadas en asuntos de su competencia y en forma legal, tiene la misma fuerza que las decisiones jurisdiccionales, por lo que les son aplicables las mismas restricciones de calificación, fundamentalmente aquella referida a la imposibilidad de calificar la adecuación del fundamento de la decisión con el ordenamiento legal o con el material probatorio aportado…”

“Culminada dicha evaluación, y habiendo encontrado conforme la documentación presentada, la municipalidad emitió el acto administrativo constituido por la resolución 065-2006-MML-GDU-SAU del 17 de febrero de 2006, aprobando la ampliación de la declaratoria de fábrica, acto de la administración municipal que en aplicación del artículo 9 de la ley 27444 se presume válido sin que pueda cuestionarse ninguno de sus aspectos procedimentales…”

“…las instancias registrales no pueden realizar una nueva evaluación de los mismos aspectos, pues ello supondría no solo invadir la esfera de competencia municipal… sino también cuestionar la validez del acto administrativa municipal, contraviniendo de ese modo el artículo 9 de la ley 27444…”

El tribunal resuelve revocar la tacha. 
Resolución 048-2005-SUNARP-TR-T.
El registrador Robert Zavaleta Neyra, ante el pedido del señor Flores para registrar la subdivisión y acumulación del predio ubicado en la esquina de las calles Huayna Cápac y Lloque Yupanqui de la ciudad de Trujillo, procedió a observar indicando que la acumulación de un predio se realiza a través de una solicitud simple con la firma del propietario debidamente certificada por un notario y, por tanto, el título presentado, la resolución directoral general 428-2004-MPT-DGDU de fecha 07 de setiembre de 2004, no es un título válido para registrar la acumulación. 

Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“En el presente caso se sometió a conocimiento de la municipalidad provincial de Trujillo una acumulación de predios por constituir el antecedente lógico y jurídico de la subdivisión que pretendían los administrados. Es decir, la autorización para la acumulación predial no ha sido requerida como un acto administrativo municipal independiente, sino que está vinculado estrechamente con otro acto administrativo cuya competencia le corresponde, definitivamente, a la municipalidad, por mandato del numeral II.XIII.5 del reglamento nacional de construcciones…correspondía a la municipalidad, entonces, emitir pronunciamiento de fondo sobre la petición formulada por los administrados acerca de la viabilidad de la acumulación solicitada en sede administrativa municipal”. 

“La validez de un acto administrativo está determinada, entre otros elementos, por el hecho de haber sido expedido por la autoridad competente…”

“Por lo expuesto, este colegiado estima que no encuentra sustento legal en la observación formulada por el registrador Zavaleta Neyra, pues ello supone desconocer la presunción de validez y legitimidad d la adecuación de la administración pública a que se refiere el ya citado artículo 9 de la ley 27444…”

El tribunal resuelve revocar la observación.

Resolución 094-2005-SUNARP-TR-T.

El registrador Jorge Salomón Reyes tacha el título constituido por las resoluciones municipales 008-009-035 y 036 todas del año 2004 y emitidas por la municipalidad de Contralmirante Villar en Tumbes, mediante las cuales declararon rescindidos los contratos de adjudicación de predios y consecuente reversión al dominio del Estado, a favor de Cecilia Manucci de Alfonso, César Vittor Barcino, Elsa Estrada Benitez y Eduardo Alcócer Espinoza. La tacha formulada por el registrador Salomón Reyes tuvo como sustento el hecho de que en las partidas registrales de los predios, hoy aparecen como titulares registrales, terceros ajenos a la resolución y posterior reversión, por tanto, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 2014 del código civil, dichos terceros se encuentran protegidos por la fe pública de lo inscrito.

Los argumentos del tribunal registral son los siguientes: 

“Frente al principio de buena fe registral
se opone el de publicidad legal, por el cual se presume que las normas son conocidas por todos sin que sea posible alegar desconocimiento o ignorancia de la misma. En consecuencia, los supuestos terceros registrales tenían conocimiento de las condiciones de reversión y rescisión de los terrenos municipales”
.

“…como enseña Dromi, la cláusula de rescisión (resolución en realidad) es una prerrogativa administrativa, más que un derecho o facultad contractual emergente, que se impone en todo contrato administrativo. Es una virtual, que puede ejercerse o invocarse por parte de la administración aunque no esté prevista expresamente en el texto del contrato”.

“Las resoluciones que aprobaron las adjudicaciones sometían la eficacia temporal de la adjudicación al cumplimiento de ciertas condiciones, consistentes en ejecutar el proyecto (que se habían comprometido a realizar los adjudicatarios) dentro del plazo de tres años. La sanción por el incumplimiento era la rescisión o resolución del contrato, y la reversión del predio al dominio municipal…”

“…este colegiado considera que cuando una norma legal contemple causales de resolución, rescisión o reversión de los predios al dominio de la entidad adjudicante en los contratos estatales de adjudicación de tierras, estas causales serán oponibles frente a terceros aunque no se encuentren inscritas…”

“De otro lado n o debe perderse de vista un aspecto fundamental en la calificación de títulos administrativos: los actos administrativos gozan de una presunción de legitimidad y validez, conforme a lo dispuesto por el artículo 9 de la ley 27444…”

“En aras de esa búsqueda de legitimación social y jurídica, la ley dispone que los actos administrativos serán reputados válidos en tanto su invalidez no sea declarada por la misma administración o por el poder judicial…”

El tribunal resuelve revocar la tacha. 
Pleno Centésimo. Precedente Único.

 “ La falta de regulación o precisión en el TUPA del silencio al que está sometido un procedimiento administrativo , no impide la aplicación del silencio administrativo positivo contemplado en el la ley 29060”.
Resolución que lo sustenta: 1591-2012-SUNARP-TR-L.

Resolución 1591-2012-SUNARP-TR-L.

La registradora pública Jessy Isabel Martínez Calderón observó la compra venta de 1.35 Ha, que forman parte de un predio de mayor extensión, dicha transferencia fue celebrada entre la comunidad campesina de Jicamarca y el señor Jorge Segundo Zegarra Reátegui. La mencionada observación, entre otros temas (catastral y de representación de la comunidad campesina) verso sobre el hecho de no haber presentado (acreditado) la constancia de inexistencia de propiedad informal de acuerdo con lo dispuesto en la segunda disposición complementaria de la ley 29320
. Debemos analizar que la registradora cuenta dentro de sus facultades de calificación con la que le permite calificar la legalidad; es decir, que el acto a ser inscrito, debe cumplir con lo que el ordenamiento legal le exige. El comprador ejerciendo su derecho a la defensa y, al no estar de acuerdo, con la observación de la registradora procedió apelar ante el tribunal registral. 

El tribunal revoco la observación expresando que el apelante puede acogerse al silencio administrativo positivo.

El artículo 39.1 del TUO de la ley 27444 establece
claramente que la administración solo puede exigir a los administrados el cumplimiento de requisitos, siempre que, se cumplan las siguientes condiciones: a) cuando existe una norma legal y, b) cuando el procedimiento se encuentre regulado en el TUPA.

Con la finalidad de poder analizar si se cumplieron los dos requisitos exigidos por lo dispuesto en el artículo 39.1 antes mencionado, corresponde hacer dos preguntas:

¿Cuándo se calificó la compra venta con independización del predio, existía norma legal que exigiera la constancia de inexistencia de posesiones informales en el predio materia de la transferencia? La respuesta es muy sencilla: Si existía la segunda disposición complementaria de la ley 29320.

¿Cuándo se calificó la compra venta con independización del predio, se encontraba regulada en el TUPA de la SUNARP la exigencia del certificado de inexistencia de posesiones informales expedido por COFOPRI? La respuesta es muy sencilla: No estaba regulado dicho procedimiento y peor aún, desde el año 2004 el TUPA de SUNARP no ha sido actualizado.
 

Por lo expresado, no correspondía que la registradora solicite el cumplimiento del antes mencionado requisito, ya que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 43.7 del TUO de la ley 27444
, en el caso de “modificación de los requisitos aplicables a los procedimientos administrativos las entidades de la administración se encuentran obligadas a modificar su TUPA”, situación que como hemos expresado desde el año 2004 la SUNARP no ha hecho efectiva.

Peor aún, la administración (en este caso la registradora) no solo exigió un requisito que no podía exigir por no encontrase regulado en el TUPA de la SUNARP, sino que, además inobservo lo dispuesto en el artículo 39.2 de la ley 27444
, que hace responsable a la autoridad que exige el cumplimiento de requisitos no previstos (regulados) en el TUPA.
No podemos dejar de expresar que exigirle a un administrado el cumplimiento de requisitos no regulados en el TUPA, da lugar a la aparición de una barrera burocrática de conformidad con lo dispuesto en el artículo 3 numeral 3 del decreto legislativo 1256
.

Corresponde también analizar la observación de la registradora Martínez Calderón desde COFOPRI. Al momento de presentar el título de compra venta e independización y luego de la apelación ante el tribunal registral (en ambos casos - año 2012) COFOPRI no tenía regulado el trámite de la constancia de inexistencia de posesiones informales en el TUPA. Entonces, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 56.1 numeral 1 del TUO de la ley 27444
 los administrados no se encontraban obligados a tramitar dicha constancia. 
Pero, además de lo expresado el tribunal registral carece de facultad por tratarse de un procedimiento de competencia de otra entidad de conformidad con lo dispuesto por el artículo 31 del TUO de la LPAG
.

El precedente de observancia obligatoria se aprueba en un pleno ampliado del tribunal registral cuya sesión se dio entre los días 06 y 07 de diciembre de 2012 y, en fecha posterior, (enero de 2013) recién COFOPRI incorpora el procedimiento en el TUPA.

¿Cuál ha sido la justificación (por que no es una razón) para que tribunal registral prefiera el silencio administrativo positivo, no obstante, ser un procedimiento a cargo de otra entidad (COFOPRI)??

El tribunal registral ha expresado que el usuario no puede ser perjudicado por la falta de regulación del silencio, no obstante, como ya fue expresado líneas arriba a quien correspondía regular el silencio administrativo positivo era a COFOPRI, tal y como lo dispone el artículo 31 del TUO de la LPAG.

Da la impresión que el tribunal registral aplico el control difuso que hoy no se encuentra dentro de las facultades de ningún tribunal administrativo. 

Asimismo, el tribunal registral justifica su decisión en la existencia de un vacío normativo, olvidando que no es competente para regular ningún tipo de silencio, que además no puede exigir el cumplimiento de un trámite o requisito que no se encuentra regulado en el TUPA y, por tanto, el administrado encontrarse liberado de cumplir con lo que el TUPA no exige, como ya fue comentado líneas arriba.

Con respecto al vacío normativo expresado por el tribunal registral, considero importante citar el siguiente fundamento: “En el presente caso, no se ha configurado ningún vacío normativo relacionado con la falta de regulación del silencio aplicable a un procedimiento, en razón de que si no está regulado el silencio es porque el procedimiento no se encuentra identificado, aprobado, ni compendiado y sistematizado en el TUPA; supuesto para el cual la normatividad legal es clara y concisa: i) la administración se encuentra prohibida de exigir el cumplimiento del procedimiento y ii) el administrado liberado de iniciar el procedimiento”
 

También creemos que el tribunal registral debió dejar sin efecto la observación teniendo en cuenta la falta de regulación en el TUPA tanto de SUNARP como de COFOPRI y, no entrar, en un espacio donde no era, ni es competente (regular silencio administrativo).

El tribunal constitucional ha expresado que: “frente a la inactividad u omisión de la administración para resolver la ,petición de un administrado, la ley sustituye esa voluntad a través de la figura de jurídica del silencio administrativo, concediéndole determinadas consecuencias jurídicas, constituyendo un privilegio del administrado frente a la administración para protegerlo ante la eventual mora de esta en resolver su petición”

Resulta preocupante que el tribunal registral en una resolución
 anterior al precedente de observancia obligatoria, haya expresado lo contrario diciendo que: “… encuentra sustento en el hecho de que el silencio administrativo surge como un mecanismo reaccional a favor del administrado, frente a la inactividad de la administración en el marco de un procedimiento administrativo…”

En la misma resolución, el tribunal registral también expreso: “Teniendo en cuenta que el procedimiento administrativo es el conjunto de actos y diligencias conducentes a la emisión de un acto administrativo que produzca efectos jurídicos individuales o individualizables, es posible sostener que el silencio administrativo positivo, solo puede ser aplicado en aquellos casos en los que en el marco de un procedimiento administrativo, la administración no cumpla con emitir su pronunciamiento dentro del plazo legal establecido para ello”

“Asimismo la aplicación del silencio administrativo positivo está condicionada al cumplimiento del requisito de aprobación previa del procedimiento, así como ser comprendido y sistematizado en el TUPA
. La carencia de esta solemnidad impide la aplicación del silencio administrativo positivo, razón por la cual el Tribunal Constitucional tiene establecido que el silencio administrativo positivo es aplicable, solo en el caso de que el procedimiento este reconocido en el TUPA de la entidad”

El precedente de observancia obligatoria ha perdido carácter de vinculante, por cuanto, COFOPRI ha incorporado en el TUPA (desde enero de 2013) que al trámite de constancia de inexistencia de posesiones informales le corresponde el silencio administrativo negativo. 

Lo grave se da, porque en forma posterior al precedente de observancia obligatoria el tribunal registrado ha tomado un acuerdo plenario
 (sesión CV de fecha 04 y 05 de abril de 2013) que establece lo siguiente:

“Se considerará cumplido el requisito de la presentación de constancia de inexistencia de posesiones informales, cuando se obtuvo dicha constancia en virtud a silencio administrativo positivo con anterioridad a la vigencia del TUPA de COFOPRI aprobado mediante D.S. 022-2012-VIVIENDA”. 

En pocas palabras el acuerdo plenario ratifica y convalida lo ilegal.

Pleno Centésimo Quinto. Segundo Precedente.

“La resolución administrativa que declara la nulidad de un acto administrativo inscrito es título suficiente para extender el correspondiente asiento de cancelación”.
Resoluciones que los sustentan: 611-2011-SUNARP-TR-A, 416-2005-SUNARP-TR-L, 408C-2006-SUNARP-TR-L, 102-2007-SUNARP-TR-T, 019-2008-SUNARP-TR-T y 672-2008-SUNARP-TR-L.

Resolución 611-2011-SUNARP-TR-A.

El registrador público Carlos Butrón Fuentes observa la resolución de alcaldía 767 de fecha 15 de julio de 2010 emitida por la municipalidad provincial de Arequipa, mediante la cual se declararon nulos los artículos 1 al 4 de la resolución gerencial 1487-2009-MPA. El registrador Butrón Fuentes indica que en la partida registral del predio se encuentra inscrita la resolución gerencial 1487-2009-MPA que recibe las obras de habilitación urbana. A continuación también expresa el registrador, que de conformidad con lo dispuesto en el artículo 2013 del código civil el contenido de la inscripción se presume válido y, que la única forma de declarar invalido un asiento, es a través de una orden judicial. Negando con ello, la posibilidad de que la resolución de alcaldía deje sin efecto a la resolución de gerencia y como consecuencia de ello también deje sin efecto el asiento registral.

Los argumentos del tribunal son los siguientes: 

“El artículo 9 de la ley 27444 consagra la presunción de validez del acto administrativo mientras su nulidad no sea declarada judicial o administrativamente”.
“En este caso, se ha declarado nulo un acto administrativo (la resolución de gerencia 1487-2009-MPA/GDU) porque contraviene leyes que regulan la protección del patrimonio de la Nación, supuesto previsto por el artículo 10.1 de la ley 27444”.

“Los artículos 9 y 11.2 de la ley 27444 admiten que la nulidad de un acto administrativo sea declarada por l apropia entidad que lo emitió administrativamente, esta declaración enerva la presunción de validez del acto administrativo prevista por el citado artículo 9, y registralmente justifica la extensión del correspondiente asiento de cancelación…”

“Siendo que dicha presunción (se refiriere a la presunción del principio de legitimación contenido en el artículo 2013 del código civil) admite prueba en contrario, esta viene constituida por el acto administrativo que declara nulo uno anteriormente emitido por la propia entidad”.

“En el caso del título apelado, mediante la resolución 1487-2009-MPA/GDU… se recibieron las obras de habilitación urbana del predio inscrito… y se estableció como carga la obligación del propietario de recabar del Instituto Nacional de Cultura la autorización para ejecutar cualquier modificación sobre el terreno…”

El tribunal revoca la observación. 
Resolución 416-2005-SUNARP-TR-L. 

La registradora Jenny Ivonne Valencia Vargas tacha el título la resolución d alcaldía 125-2004 de fecha 17 de febrero de 2004 expedida por el alcalde de la municipalidad de La Molina que dejo sin efecto las resoluciones directorales 774-2002 y 783-2002, ambas MDLM-DDU. Indica la registradora que: “… debemos precisar que el acto contenido en la resolución de alcaldía presentada para su inscripción no se enmarca dentro de alguno de los supuestos contenidos en el artículo 2019 del código civil ni en las normas administrativas , razón por la cual resulta improcedente su inscripción, máxime si a través de dicha resolución se pretende cancelar el asiento 8 (modificación habilitación urbana) al disponerse dejar sin efecto las resoluciones directorales que sustentan la inscripción de dicho asiento, el cual únicamente puede ser cancelado a mérito de resolución judicial que declare su nulidad…”

Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“ … el reglamento general de los registros públicos regula situaciones como la indicada … al establecer que procede la cancelación total de las inscripciones cuando se extingue totalmente el derecho inscrito, lo que encuentra sustento en la finalidad que tiene el registro de publicitar derechos para efectos de su oponibilidad…”

“Sin perjuicio de lo expuesto, la cancelación del asiento 8 de la partida PO2205128 del registro de predios de Lima al amparo del artículo 94 inciso a del reglamento general de los registros públicos, procederá si se presenta el documento que acredite la extinción del derecho inscrito, siendo el documento idóneo la resolución expedida por la comisión de formalización de la propiedad informal que deje sin efecto o declare la nulidad de las resoluciones ……. 
El tribunal revoco la tacha.
Resolución 408C-2006-SUNARP-TR-L

La registradora pública Giovanna Torrecilla observo la resolución ministerial 158-92-VC de fecha 13 de abril de 1992 por la cual se declara la nulidad de la resolución directoral 090-91-VC-5600-DPI de fecha 12 de junio de 1991,reiterando su observación anterior en el siguiente sentido: “.. por cuanto la cancelación de las inscripciones contenidas en los asientos 2C y 2D de la ficha 379941 solo puede ser efectuada a mérito de la sentencia consentida o ejecutoriada que así lo ordene, habida cuenta que la invalidez de las inscripciones es competencia del órgano jurisdiccional”.

Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“El 94 del reglamento general de los registros públicos establece los supuestos de cancelación total d las inscripciones y anotaciones preventivas, señalando los siguientes: …b) Cuando se declara la nulidad del título en cuya virtud se hayan extendido”

“De otro lado, la ley de procedimiento administrativo general regula en su capítulo II sobre la nulidad de los actos administrativos. El artículo 11.2 establece que la nulidad será conocida y declarada por la autoridad superior de quien dictó el acto…”

“El artículo 9 de dicha ley establece que todo acto administrativo se considera válido en tanto su pretendida nulidad no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según corresponda”.

“Al respecto, sostiene García de Enterría que: “ los contratos civiles suponen esencialmente la existencia de los contratos en pie de igualdad mientras que en los contratos administrativos las partes se reconocen desigualdades, en la medida en que una de ellas representa el interés general, el servicio público, y la otra solamente puede exhibir su propio y particular interés”.

“Sin embargo, se aprecia de la documentación presentada al registro, que no se ha acreditado que la resolución 158-92-VC-5600 del 13 de abril de 1992 haya quedado firme, requisito exigido respecto de los actos administrativos cuyo contenido suponga, como en el presente caso, la extinción del derecho de propiedad sobre un bien”.

El tribunal revoco la observación. 
Resolución 102-2007-SUNARP-TR-T.

El registrador público Aníbal Arqueros Alvarado tacho la resolución gerencial 1613-2005-GIU-MPS de fecha 30 de diciembre de 2005 y la resolución gerencial 106-2006-GIU-MPS de fecha 31 de marzo de 2006, esta última se encarga de rectificar el primer artículo de la resolución anterior asignado como nuevo titular del lote 22, manzana D al señor Máximo Tomás Tolentino Quinto y anula el derecho de la titular anterior señora Mercedes Narro Estrada. La tacha planteada por el registrador Arqueros Alvarado expreso: “De conformidad con el artículo VII título preliminar del TUO del reglamento general de los registros públicos y el artículo 2013 del código civil, los asientos registrales se presumen exactos y válidos, producen todos sus efectos y legitiman al titular registral para actuar conforma a ellos, mientras no se rectifiquen en los términos establecidos en este reglamento o declare judicialmente su invalidez”.
Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“En fecha 10 de junio de 1986, la municipalidad provincial de Santa otorgó título de propiedad del lote 22 de la manzana D del pueblo joven Bolívar Alto a Mercedes Navarro Estrada, el mismo que se inscribió en el asiento 1 de fojas 243 del tomo 147 del registro de predios de Chimbote…”

“Posteriormente se detectó que el referido lote correspondía en realidad a Máximo Tomás Tolentino Quinto. Para solucionar este asunto, la municipalidad, a través de la gerencia de infraestructura urbana, emitió la resolución gerencias 1613-2005-GIU-MPS de fecha 30 de diciembre de 2005, modificada por la resolución gerencial 106-2006-GIU-MPS de fecha 31 de marzo de 2006, mediante las cuales declaró nulo el título de propiedad conferido a la señora Narro y designó como nuevo titular del predio al señor Tolentino”.

“El acto administrativo se considera válido, de acuerdo con lo prescrito por el artículo 9 de la ley 2744, ley de procedimiento administrativo general”.
“Pero, siendo una presunción relativa, admite ser enervada. El acto administrativo puede ser rectificado o declarado nulo por la administración o por el poder judicial (artículos 11,201 y 202 de la ley 27444)

“El segundo de los asuntos vinculados con la competencia es el referido a la facultad de la gerencia de infraestructura urbana de anular los títulos de propiedad. Conforme con el referido artículo 4.3 de la ley 28687, es facultad del alcalde atender todo lo relacionado con los títulos de propiedad; sin embargo, en el presente caso ha sido la gerencia de infraestructura urbana la que se ha encargado del asunto. En este orden, se deberá acreditar la autorización del alcalde para que dicha gerencia se pronuncie en ese sentido”. 

El tribunal revoco la tacha.

Resolución 019-2008-SUNARP-TR-T.

El registrador público Jorge Salomón Reyes, tacho la solicitud de rectificación de la titularidad del señor Felipe Morán Araujo, a quien la dirección general de reforma agraria le adjudicó un predio en calidad de social. La rectificación solicitada, busca que el predio aparezca registrado como un bien propio al haber sido adquirido cuando era soltero. El registrador expreso en la tacha lo siguiente: “Se tacha el presente puesto que según lo prescrito por el artículo 2012 (este fue un error, debió decir 2013) del código civil, toda inscripción se presume verdadera mientras no se rectifique o se declare judicialmente su invalidez. En este sentido, debe proceder el interesado ante el órgano jurisdiccional que corresponda a efectos de hacer valer su derecho”.

Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“Todo acto administrativo está premunido de una presunción de validez a tenor de lo que dispone el artículo 9 de la ley 27444, que sólo puede ser enervada por la misma administración (declarando la nulidad de oficio) o por mandato judicial”.

“Como consecuencia del concepto (principio, requisito) de causalidad, la inscripción no convalidad los actos nulos o anulables. Así lo señala la parte in fine del artículo 46 del reglamento general…”

“Es por ello que cualquier modificación del derecho o situación jurídica inscrita que opere extra registralmente debe encontrar su correlato en una inscripción, para mantener una concordancia entre ambos planos de la realidad…” 

“…se conjugan los dos aspectos evaluados por este tribunal: de un lado, la presunción de validez del acto administrativo modificatorio que genera una presunción legal de validez y, de otro lado, la necesidad ineludible de hacer constar en el registro la modificación provocada por dicho título”.

El tribunal revoco la tacha.

Resolución 672-2008-SUNARP-TR-L.

El registrador público Marlon Linares Sánchez observo la resolución 437-2007-MPH/A d fecha 20 de julio de 2007 mediante la cual se declaró la nulidad de la resolución 819-2006-MPH/A, así como la nulidad de oficio de las resoluciones de alcaldía 299-2005-MPH/A y 450-2006-MPH/A, procediendo con ello a la cancelación de la afectación en uso anotada. 

Los argumentos del tribunal son los siguientes:

“El artículo 94 del precitado reglamento
 establece los supuestos de cancelación total de las inscripciones y anotaciones preventiva, señalando los siguientes: literal b) cuando se declara la nulidad del título en cuya virtud se hayan extendido”.

“En estos casos, se entiende que la declaración de nulidad debe ser efectuada por la autoridad o funcionario competente, así como constar en título que revista la formalidad requerida por la normativa aplicable, conforme a lo preceptuado por el reglamento general de los registros públicos”.

“La ley de procedimiento administrativo general regula en su capítulo II sobre la nulidad de los actos administrativos. El artículo 11.2 establece que la nulidad será conocida y declarada por la autoridad superior de quien dictó el acto. Si se tratara de un acto dictado por una autoridad que no está sometida a subordinación jerárquica, la nulidad se declarará por resolución de la misma autoridad”.

“El artículo 9 de dicha ley establece que todo acto administrativo se considera válido en tanto su pretendida nulidad no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según corresponda”.

“En tal sentido la resolución administrativa firme es título suficiente para extender el asiento de cancelación respectivo”.

El tribunal revoco la observación, salvo en el punto de haber adjuntado un documento idóneo (es decir, copia auténtica de la resolución administrativa) 
Hasta aquí, creemos haber descrito que está sucediendo y cuál es el marco legal de la calificación registral de los documentos administrativos en Perú. Como habrá podido apreciarse, la regulación de la calificación registral de documentos administrativos en nuestro país la ha venido ejerciendo el tribunal registral a través de los precedentes de observancia obligatoria, ante la inexistencia de norma reglamentaria alguna
. 
Calificación registral de documentos administrativos desde una Casación.

Por lo acabado de expresar líneas arriba, diera la impresión que se nos acaba el tema. Pero, como el derecho en general es inagotable y, por tanto, una fuente rica de exploración, análisis y discusión (estado que, debemos fomentar y practicar desde las aulas universitarias) nuestro común amigo y poder del Estado, el poder judicial ha decidido participar del big bang, la explosión y el crecimiento económico del país a través de la calificación de documentos administrativos. Nos referimos a la sentencia en casación 34-2010-La Libertad
.

La mencionada casación permite plantear una vez más la interrogante del presente ¿Hacia dónde vamos?

Es importante analizar una casación que podría generar la inestabilidad, que el derecho administrativo y el derecho registral, durante los últimos 20 años, se han preocupado por construir.

En el considerando séptimo de la casación se expresa: “Que, igualmente debe ampararse la denuncia de interpretación errónea del artículo 2011 del código civil que establece: Los registradores califican la legalidad de los documentos en cuya virtud se solicita la inscripción, la capacidad de los otorgantes y la validez del acto , por lo que resulta de ellos, de sus antecedentes y de los asuntos (debió decir de los asientos) de los registros públicos y que ello no se aplica bajo responsabilidad del registrador , cuando se trate de parte que contenga una resolución judicial que ordene la inscripción, pues la recurrida entiende que tal norma al interpretarse en concordancia con el artículo 9 de la ley 27444 determina que no pueda analizarse la validez del acto administrativo
, ni del procedimiento que lo origina pues se vulneraría la competencia de la autoridad administrativa o jurisdiccional, quienes son los únicos que pueden declarar la nulidad; sin embargo, tal comprensión de la sala superior resulta inadecuada pues la norma denunciada no establece restricciones a la facultad de calificación integral de los títulos emitidos en el ámbito administrativo , excepto en el caso exclusivo de las resoluciones judiciales
, no pudiendo la presunción de validez de las resoluciones administrativas contenidas en el artículo 9 constituir un óbice para que el registrador efectúe la calificación de la validez del acto pues así lo ha determinado expresamente el artículo 2011 del código civil denunciado, norma que a diferencia de la contenida en la ley 27444 es específica en lo ateniente al derecho registral” 
Vamos a empezar nuestro comentario desde el final de la resolución:

¿Cuál es la norma especial? Resulta interesante retroceder en algo elemental y, que nos invita una vez más, hacer la propuesta que en cuanto evento académico y como no en clases, siempre me permito recomendar. Hago referencia al dictado del curso Introducción al Derecho, que por lo menos, en la parte que corresponde a la interpretación y a la aplicación de la norma en el tiempo, debe ser dictado en el último año de estudios en la facultad. Cuando nos enseñan dicho tema, no tenemos ni la menor idea de si queremos o no ser abogados y ello nos lleva, lamentablemente a no aprender un tema fundamental para nuestra formación y para el futuro ejercicio profesional. La primacía de la norma especial sobre la norma general.

Donde me voy a detener, es en la propuesta de la corte suprema. Diera la impresión que la misma no reconoce todo lo escrito en la primera parte del presente y me refiero a lo dispuesto en el artículo 2009 del código civil
, el artículo 9 de la ley 29566 y en el artículo 31 del reglamento del tribunal registral
, ni mucho menos en los precedentes de observancia obligatoria. 

Parece que el derecho (no estoy hablando de la ley) que conjuntamente con la ley, la doctrina, la jurisprudencia y la costumbre es una ciencia aislada cuando la corte opina sobre temas registrales.

El análisis practicado en la casación se restringe a lo eminentemente legalista, cuando textualmente expresa: “…pues la norma denunciada no establece restricciones a la facultad de calificación integral de los títulos emitidos en el ámbito administrativo, excepto en el caso exclusivo de las resoluciones judiciales…” 

En el derecho registral y dentro de la calificación registral existen formas de calificación dependiendo del documento que se somete a la misma. Por tanto, como lo hemos analizando existe la calificación de documentos judiciales, los emanados de la justicia de paz y los administrativos. La misma, no es una clasificación inventada, es reflejo de lo construido por la doctrina. La doctrina es fuente del derecho y que como tal debemos buscar conocer, más tarde confrontar y, por último, aplicar en la construcción del derecho (no de la ley).

Se equivoca la corte, porque el artículo 9 de la ley de procedimiento administrativo general contempla lo que el registro no puede decidir. La validez (presunción legal) del acto administrativo. El registro puede decidir respecto de la forma documental, para ello en nuestro ordenamiento civil contamos con el artículo 2010
, que exige la forma documental pública para llegar al registro, y por excepción legal, la forma de un documento privado
. Esta es la forma por la que nuestro registro se inclina: la forma documental. Pero, intentar ingresar al mundo de lo dispuesto por una autoridad expresamente facultada para dictar los requisitos de formalización de un acto; no es un espacio para el derecho registral en Perú
.
¿Qué ha hecho la Corte en la casación comentada? Simplemente, desordenar lo caminado y, ver donde incluso, legalmente no se puede ver. Ha entendido que la ley de procedimiento administrativo general que regula el acto administrativo, debe ser pospuesta por la regla de calificación registral, sin tener en cuenta lo que significa el límite de la calificación registral. Es decir, “hasta dónde puede llegar el registrador cuando califica un documento administrativo”.
También olvida la corte, que una resolución administrativa es consecuencia de un procedimiento previo generador de la misma y, en la que solamente, participan el Estado y las partes que la generan.

El registrador, no participa, ni del procedimiento administrativo, ni del acto que el mismo genera. 

Es importante tener en cuenta lo dispuesto en la resolución 094-2005-SUNARP-TR-T
. 

La mencionada resolución establece en uno de sus fundamentos (análisis 8): “De otro lado, no debe perderse de vista un aspecto fundamental en la calificación de títulos administrativos: los actos administrativos gozan de una presunción de legitimidad y validez, conforme a lo dispuesto por el artículo 9 de la Ley 27444. Ello supone, que todos los requisitos de validez del acto administrativo regulados por el artículo 3 de la citada ley
 han sido satisfechos, entre ellos el de regularidad del procedimiento, por lo cual no es viable calificar dicho aspecto, pues ello significaría convertir al registro en una supra instancia administrativa”. 
Como lo ha sostenido la sala trujillana reiteradamente, la calificación registral es ajena a aquellos aspectos que supongan análisis de la validez del acto administrativo, a excepción de la competencia de la autoridad administrativa; por cuanto este constituye un aspecto calificable a tenor del literal “e” del artículo 32 del texto único ordenado del reglamento general de los registros públicos
”.

Continua la resolución en otro de sus fundamentos (análisis 9): “Considera este colegiado que el ejercicio de la potestad administrativa, en cualquier ámbito de cosas, se desarrolla siempre bajo el principio de legalidad. La necesidad que tiene el Estado de legitimar su actuación frente a la ciudadanía le ha llevado a consagrar la presunción de validez a que se refiere el artículo 9 de la Ley 27444, de modo tal que se genere confianza en la actuación de la administración pública. En aras de esa búsqueda de legitimación social y jurídica, la ley dispone que los actos administrativos serán reputados válidos en tanto su invalidez no sea declarada por la misma administración o por el poder judicial. No obstante, es claro que el carácter iuris tantum de la presunción anotada puede conducir a que la administración actué apartada o enfrentada al ordenamiento jurídico, y ese acto ilegal puede provocar daño a los administrados o a los terceros. El ordenamiento, entonces, hace responsable a la administración por los perjuicios, como lo prevé el artículo 238 de la Ley 27444…
”

En el análisis de la casación, no debemos dejar pasar el considerando cuarto: “Que respecto, de la pretensión subordinada, la recurrida también emite un fallo desestimatorio señalando que el artículo 142 del reglamento general de los registros públicos
 que determina que no procede interponer recurso de apelación contra los asientos de inscripción, ni en segunda apelación dentro del mismo procedimiento registral, debe concordarse con la Ley 27444 en su artículo 206.2
, que prescribe que sólo son impugnables los actos definitivos que ponen fin a la instancia y los actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar con el procedimiento o produzcan indefensión y que la contradicción a los restantes actos de trámite deberá alegarse por los interesados para su consideración en el acto que ponga fin al procedimiento y podrán impugnarse con el recurso administrativo que, en su caso, se interponga contra el acto administrativo; siendo que en el caso de autos no se estaría buscando una segunda revisión”.

Creemos que el tema era más sencillo. Resulta que el artículo 142 del reglamento general de los registros públicos fue derogado por aplicación de la quinta disposición transitoria y final
 de la Ley 27444, por lo que, resulta posible interponer un segundo recurso de apelación en el mismo procedimiento administrativo.

Lo que debe entenderse, es que no procede un segundo recurso de apelación en sede administrativa registral, cuando la denegatoria de inscripción es la misma, pero, si nos encontramos frente a una nueva denegatoria y, por tanto distinta, de la que fue apelada primigeniamente, entonces, cabe una segunda apelación

Seguridad jurídica y registro desde la casación. 

En nuestra constitución no se encuentra regulado el principio de seguridad jurídica
, no obstante en el ordenamiento constitucional peruano aparece regulado en una sentencia del tribunal constitucional
.

La doctrina a través Mezquita del Cacho
 nos instruye expresando que las notas de seguridad jurídica son dos:
“La certeza o certidumbre o ausencia de duda, que permita una predictibilidad del interesado sobre las reglas de juego existentes.- Certeza sobre las fuentes, publicidad normativa, tipicidad penal, derecho transitorio, derechos adquiridos. Aplicada esta certeza a la seguridad jurídica inmobiliaria, es necesario que quienes adquieran derechos lo hagan sobre bases de certidumbre y esto se manifiesta en los diferentes principios hipotecarios, fundamenta los que señalan requisitos de la inscripción, y entre ellos, de forma más directa en los siguientes: en el tracto sucesivo, pues de la certeza que supone el apoyo en un titular anterior que ofrece preexistencia del derecho; en la especialidad , que da claridad sobre el historial de la finca y de los derechos; en el de calificación o legalidad, que da certeza sobre sobre el cumplimiento de los requisitos legales de la adquisición; en el principio de negocio causal, pues con la expresión de la causa, se manifiesta la función controladora y clarificadora de la misma, para la validez de los negocios”.

“La confianza o ausencia de temor se señala como segunda nota de la seguridad jurídica en general.- Aplicada al derecho inmobiliario, se manifiesta en la ausencia de temor y en la confianza en los asientos registrales. A esa confianza van encaminados fundamentalmente los principios que señalan los efectos de las inscripciones especialmente las presunciones de exactitud de la legitimación y fe pública registral, pues el legislador da protección, sea provisional (legitimación) o definitiva (fe pública registral) a quien confía y se apoya en los asientos registrales”.

A la casación le falto saber que la calificación registral desde la doctrina tiene una relación directa con la seguridad jurídica (¡ojo la doctrina es fuente de derecho, otra cosa es que no esté de moda, porque cada día se lee menos!)
La casación desconoce que existen normas (también legales) especiales como la ley de procedimiento administrativo general y el precedente de observancia obligatoria.

Roca Sastre dice
: “… que en principio, la calificación de documentos administrativos debe tratarse como la de los documentos judiciales. Las decisiones de los tribunales y autoridades administrativas tienen la misma fuerza que la de los tribunales ordinarios, siéndoles, por tanto, aplicables las mismas reglas de calificación. No obstante, tiene el Registrador una mayor amplitud en el enjuiciamiento, a efectos registrales, de la documentación administrativa, especialmente si se trata del examen de los trámites del procedimiento administrativo”.

La Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN)
 de España ha marcado los siguientes criterios generales para la calificación registral de documentos administrativos:

1) “No puede accederse a la inscripción si el documento presentado es tan escueto que no permite al registrador ejercer su potestad calificadora”.

2) “En la calificación, el registrador deberá ceñirse a los datos resultantes del título presentado y de los asientos registrales sin que pueda tener en cuenta cualquier otro elemento a cuyo conocimiento acceda por vías distintas a las especificadas”.

3) “La calificación no puede extenderse a los criterios de fondo del acto administrativo”.

4) “El registrador debe calificar todos aquellos aspectos que puedan afectar a la validez de los actos dispositivos cuya inscripción se pretende”.

El tribunal registral Peruano cuando se trata de la calificación de documentos administrativos, ha fijado criterios en cuanto a los límites y alcances que no pueden ser desconocidos por la casación.

A continuación transcribimos cinco ejemplos de lo expresado:

“Los pronunciamientos fictos de los órganos de la administración pública, debe ser entendidos como la sustitución de la expresión concreta del órgano administrativo por la manifestación abstracta prevenida de la ley, estableciendo una presunción a favor del administrado, en cuya virtud transcurrido un determinado plazo se deriva una manifestación de voluntad estatal con efectos jurídicos en determinado sentido, estimatorio o desestimatorio
”. (Alcance)

“No obstante no haber una limitación respecto de los alcances de la calificación en las resoluciones administrativas, no corresponde al registro observar aspectos evaluados por las municipalidades en el ejercicio de sus funciones en tanto no cumple un rol fiscalizador respecto de estas
” (Límite)

“No es obstáculo para inscribir la numeración de un predio el que en el documento administrativo se consigne como titular al anterior propietario
” (Alcance)

“En el caso de compra venta directa no es necesario que se acredite la publicación en los diarios o en la página web de la solicitud de venta directa”. Para la inscripción de la compra venta de predios de dominio privado estatal se requiere insertar en la escritura pública o adjuntar copia certificada de la resolución de aprobación de la venta del predio específico a que se refiere la rogatoria, emitida por el titular del pliego
”. (Límite) y (Alcance)

“No procede cuestionar la aprobación del proyecto de habilitación urbana de un predio , cuando el mismo abarca parte de la faja marginal de un río, porque previamente debería existir pronunciamiento de la Autoridad Nacional del Agua , ya que no forma parte de los requisitos establecidos en la Ley 29090 y su reglamento y porque no cabe en sede registral cuestionar los fundamentos de hecho o derecho que ha tenido la autoridad municipal para aprobar la habilitación urbana y la regularidad interna del procedimiento administrativo en el cual se ha dictado
”. (Límite)

En general y a manera de conclusión: La función administrativa ha venido siendo desmerecida.

“Regla sustancial
:Todo tribunal u órgano colegiado de la administración pública tiene la facultad y el deber de preferir la Constitución y, por tanto, no aplicar una disposición infra constitucional que la vulnera manifiestamente, bien por la forma, bien por el fondo, de conformidad con los artículos 38, 51 y 138 de la Constitución. Para ello, se deben observar los siguientes presupuestos: a) que dicho examen de constitucionalidad sea relevante para resolver la controversia planteada dentro de un proceso administrativo; b) que la ley cuestionada no sea posible de ser interpretada de conformidad con la Constitución”.

Lo transcrito en el párrafo anterior es la representación constitucional del Control Difuso, que es la posibilidad de no aplicar una ley inconstitucional.

Como lo expresa Alfredo Bullard Gonzales
: “Decir lo contrario significaba obligar a los órganos de la administración pública a incumplir la Constitución y resolver algo a sabiendas que luego su decisión sería dejada sin efecto por inconstitucional”.

Pero, aunque no lo podamos creer, el mencionado control difuso que fuera extendido y entregado a los tribunales administrativos ha sido dejado sin efecto por una sentencia del tribunal constitucional.
 
*Abogado Consejero del Estudio Luis Echecopar. Profesor de la Facultad en Derecho y de la Especialidad de post grado en Derecho Registral de la PUCP, la misma que coordina desde su creación. Profesor de la Facultad y de la Maestría en Derecho de la Empresa de la Universidad de Piura. Es autor del libro Apuntes de Derecho Registral. Es miembro del Comité Consultivo en temas de Derecho Registral de la revista Actualidad Civil. Ha sido investigador Principal del Instituto del Perú- USMP a cargo de Richard Webb Duarte. Ha sido coordinador del Marco Legal e Institucional del Proyecto Derechos de Propiedad Urbana- COFOPRI. Ha sido asesor del Colegio de Notarios de Lima. Ha sido Superintendente Nacional Adjunto de la SUNARP. 





� Artículo 2009.-“Los registros públicos se sujetan a lo dispuesto en este código, a sus leyes y reglamentos especiales…”


� Ley 29566 llamada de Mejor clima para las Inversiones. Artículo 9.- Precisión acerca de la función registral: “La función registral de calificación se encuentra sujeta a los dispuesto en el artículo 2011 del Código Civil, así como a las reglas y límites establecidos en los reglamentos y directivas aprobados por la Superintendencia Nacional de los Registros Públicos (SUNARP)…”


� En el Reglamento para la Ejecución de la Ley Hipotecaria Española encontramos un artículo expreso para la calificación de documentos administrativos. Artículo 99.- “La calificación registral de documentos administrativos se extenderá , en todo caso, a la competencia del órgano , a la congruencia de la resolución con la clase de expediente o procedimiento seguido, a las formalidades del documento presentado, a los trámites e incidencias esenciales del procedimiento, a la relación de éste con el titular y a los obstáculos que surjan del registro”. 


� Artículo 52.- El asiento de inscripción extendido en mérito de una resolución administrativa comprenderá además de los requisitos establecidos en el artículo 50 la indicación del órgano administrativo que haya dictado la resolución y la fecha de ésta. Cuando la normativa vigente así lo exija, se indicará la constancia de haberse agotado la vía administrativa. 


� Salvo, en el caso de mediar una Medida Cautelar de No Innovar tal y como consta del Pleno LVI que en la sesión ordinaria de fecha 04 y 05 de Marzo de 2010 aprobó el cuarto Acuerdo Plenario que expresa lo siguiente: “Cuando una medida cautelar de no innovar mediante la cual se ordena mantener la situación de hecho de una partida registral es anotada en mérito a título posterior , no procede la inscripción de los títulos presentados con anterioridad siempre que el mandato judicial se pronuncie respecto de los títulos pendientes en la partida registral”.


� Artículos 32 del Reglamento del Tribunal Registral aprobado, por Resolución de Superintendencia Nacional de los Registros Públicos 263-2005-SUNARP/SN de fecha 18 de Octubre de 2005, prescribe que: “Los acuerdos del Pleno Registral que aprueben Precedentes de Observancia Obligatoria establecerán las interpretaciones a seguirse de manera obligatoria por las instancias registrales, en el ámbito nacional, mientras no sean expresamente modificados o dejados sin efecto mediante otro acuerdo del Pleno Registral, por mandato judicial firme o norma modificatoria posterior”. 


� La resolución del tribunal registral no dice: “sociedad propietaria”, dice: empresa propietaria”. Creemos que dicha denominación responde a un error, teniendo en cuenta que no existe la persona jurídica llamada “empresa”. La empresa representa el desarrollo de una actividad.


� El nombre correcto del principio es: fe pública registral.


� Es más, el día de hoy no podrían alegar desconocimiento, teniendo en cuenta el nuevo alcance del artículo 2014, modificado por la ley 30313 y que obliga a los adquirientes a verificar en los títulos archivados, causales de rescisión, resolución, anulabilidad y cancelación del asiento registral (desde la falsedad documental o la suplantación del titular en el instrumento público).


� “Para la inscripción en el registro de predios de los actos de disposición efectuados por las comunidades campesinas respecto de partes materiales de sus tierras, así como para la inscripción de las adjudicaciones en división y partición en los casos en que se hubiera dispuesto de cuotas ideales, los registradores públicos deben requerir que se acredite , mediante constancia expedida por el ente competente para la formalización de la propiedad informal, que dichos actos no comprenden tierras ocupadas por posesión informal alguna, en los términos dispuestos en la primera disposición complementaria”. 


� “Los procedimientos administrativos, requisitos y costos se establecen exclusivamente mediante decreto supremo o norma de mayor jerarquía, por ordenanza regional, ordenanza municipal, por la decisión del titular de los organismos constitucionalmente autónomos. Dichos procedimientos deben ser compendiados y sistematizados en el texto único de procedimientos administrativos , aprobados por cada entidad, en el cual no se pueden crear procedimientos no establecer nuevos requisitos , salvo lo relativo a la determinación de las tasas que sean aplicables…”


� Incluso hasta el día de hoy 02 de Julio de 2018, sigue sin ser actualizado.


� “En los casos en que por ley , decreto legislativo y demás normas de alcance general, se establezcan o se modifiquen los requisitos, plazo o silencio administrativo aplicables a los procedimientos administrativos , las entidades de la administración pública están obligadas a realizar las modificaciones correspondientes en sus respectivos textos únicos de procedimientos administrativos en un plazo máximo de treinta (30) días hábiles, contados a partir del día siguiente de la publicación de la norma que establece o modifica los requisitos, plazo o silencio administrativo aplicables a los procedimientos administrativos…”


� “Las entidades solamente exigirán a los administrados el cumplimiento de procedimientos, la presentación de documentos, el suministro de información o el pago de derechos de tramitación, siempre que cumplan con los requisitos previstos en el numeral anterior. Incurre en responsabilidad la autoridad que procede de modo diferente, realizando exigencias a los administrados fuera de estos casos”. 


� “Exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga cualquier entidad dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o permanencia de los agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar a administrados en la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las normas y/o principios que garantizan la simplificación administrativa,. La sola calidad de exigencia, requisito, limitación, prohibición y/o cobro no implica necesariamente su carácter ilegal y/o su carencia de razonabilidad…”


� Cuando una entidad no cumpla con publicar su TUPA, o lo publique omitiendo procedimientos, los administrados, sin perjuicio de hacer efectiva la responsabilidad de la autoridad infractora, quedan sujetos al siguiente régimen: 1. Respecto de los procedimientos administrativos que corresponde ser aprobados automáticamente o que se encuentran sujetos a silencio administrativo positivo , los administrados quedan liberados de la exigencia de iniciar ese procedimiento para obtener la autorización previa…”


� “Todos los procedimientos administrativos que, por exigencia legal , deben iniciar los administrados ante las entidades para satisfacer o ejercer sus intereses o derechos, se clasifican conforme a las disposiciones del presente, en: procedimientos de aprobación automática o de evaluación previa por la entidad, y este último a su vez sujeto, en caso de falta de pronunciamiento oportuno, a silencio positivo o silencio negativo. Cada entidad señala estos procedimientos en su TUPA, siguiendo los criterios establecidos en el presente ordenamiento”.


� Tal y como ya fue expresado tantas veces.


� Sentencias del tribunal constitucional, expedientes 0815 y 4077-2004-AA/TC fundamentos 2 y 1.


� Resolución 174-2010-SUNARP-TR-A de fecha 14 de mayo de 2010.


� Larico Apaza, Joel Arnold. El tribunal registral puede o no aplicar el silencio positivo administrativo sin que exista mandato expreso del mismo. Revista Actualidad Civil. Enero 2018. Número 43. Página 312. Instituto Pacífico. Lima, Perú. 


� Sentencia del Tribunal Constitucional, expediente 2753-2004-AC/TC. Considerando 3.


� Los acuerdos plenarios no son precedentes de observancia obligatoria porque no cuentan con el número de votos para ser tales, pero, obligan a sus miembros como pacto vinculante. 


� Se refiere al reglamento general de los registros públicos.


� Nos estamos refiriendo al reglamento general de los registros públicos.


� El siguiente tema ha sido publicado en un artículo de mayor extensión y sobre otros temas relacionados con el presente en el Anuario de Derecho Registral Iberoamericanos y en el revista del Círculo de Derecho Administrativo de la PUCP.


� Casación publicada en el diario El Peruano el día 30 de enero de 2014 en la página 48135 del suplemento de casaciones. 


� Artículo 9 de la Ley 27444.- “Todo acto administrativo se considera válido en tanto su pretendida nulidad no sea declarada por autoridad administrativa o jurisdiccional, según corresponda”


� Comentario del autor: creemos que incluso no solamente se equivoca la casación cuando analiza el tema de la especialidad de la ley sino también en lo referido a la calificación de documentos judiciales. Para tal efecto se puede consultar los trabajos sobre dicho tema realizados por Luis Moisset de Espanés en su libro la Publicidad Registral publicado por Palestra editores, pagina 235 en adelante, Lima Perú, Marzo de 2004. Martha Silva Díaz en el artículo publicado en la revista Actualidad Jurídica, Tomo 157, Lima Perú, Diciembre de 2006, página 54 3n adelante. Jorge Ortiz Pasco en el libro Apuntes de Derecho Registral publicado por Dante Antonioli, páginas 19 en adelante y 39 en adelante, Lima Perú, Septiembre de 2005. 


� “Los registros públicos se sujetan a lo dispuesto en este código, a sus leyes y reglamento especiales”.


� Aprobado por resolución de superintendencia 065-2016-SUNARP/SN.


� “La inscripción se hace en virtud de título que conste en instrumento público, salvo disposición contraria”.


� El artículo 14 de la ley general de sociedades (actas).


� El tribunal registral se ha pronunciado al respecto en varias oportunidades:


La resolución 094-2005-SUNARP-TR-T de fecha 03 de Junio de 2005 estableció: “No es calificable en sede registral los fundamentos o motivaciones asumidas por la autoridad administrativa para expedir un acto administrativo”. 


La resolución 307-2005-SUNARP-TR-L de fecha 27 de Mayo de 2005 estableció: “No es facultad del registrador ni del tribunal registral cuestionar el fondo ni la motivación de la declaración notarial de prescripción , siendo que en todo caso , es el notario quien asume responsabilidad respecto de la comprobación de los hechos y adecuación a la ley del procedimiento no contencioso. Sim embargo si es función del registrador el verificar que dicho título sea compatible con las inscripciones de la partida registral”.


� Resolución emitida por el tribunal registral de Trujillo con fecha 03 de Junio de 2005 y que representa una de las cinco (05) resoluciones que soportan el precedente de observancia obligatoria sobre calificación de documentos administrativos aprobado en el pleno XCIII del tribunal registral. 


� Son requisitos de validez de los actos administrativos: Competencia, Objeto o contenido, Finalidad Pública, Motivación y Procedimiento regular.


� Artículo 32 Literal “e”.- Verificar la competencia del funcionario administrativo o Notario que autorice o certifique el título. 


� El mencionado artículo se refiere a distintas Disposiciones Generales como por ejemplo: La indemnización a la que tiene derecho un administrado cuando es lesionado o perjudicado por el funcionamiento de la administración


� Artículo 142.- “No procede interponer recurso de apelación contra las inscripciones”.


� Artículo 206.2.- “Sólo son impugnables los actos definitivos que ponen fin a la instancia y los actos de trámite que determinen la imposibilidad de continuar el procedimiento o produzcan indefensión. La contradicción a los restantes actos de trámite deberá alegarse por los interesados para su consideración en el acto que ponga fin al procedimiento y podrán impugnarse con el recurso administrativo que, en su caso, se interponga contra el acto definitivo”. 


� Quinta Disposición Transitoria y Final.- Esta ley es de orden público y deroga todas las disposiciones legales o administrativas, de igual o inferior rango, que se le opongan o contradigan, regulando procedimientos administrativos de índole general, aquellos cuya especialidad no resulte justificada por la materia que rijan , así como por absorción aquellas disposiciones que presentan idéntico contenido que algún precepto de esta ley”


� Resolución 024-2005-SUNARP-TR-T y Resolución 783-2014-SUNARP-TR-L.


� Marcial Rubio Correa en su libro La Interpretación de la Constitución según el Tribunal Constitucional ha escrito en la página 282: “El principio de seguridad jurídica no está escrito específicamente en la Constitución ni como derecho, ni como norma, ni como principio propiamente dicho”. 


� Expediente 016-2002/AI-TC que expresa: “El principio de seguridad jurídica forma parte consubstancial del Estado Constitucional de Derecho. La predictibilidad de las conductas(es especial, la de los poderes públicos) frente a los supuestos previamente determinados por el Derecho es la garantía que informa a todo el ordenamiento jurídico y que consolida la interdicción de la arbitrariedad”.


� En el artículo denominado: La función registral y la seguridad de tráfico inmobiliario escrito por José Manuel García García y publicado en la Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, Número 625, Año 1994, Página 2243. 


� Citado en el libro Instituciones de Derecho Registral Inmobiliario por los autores Antonio Manzano Solano y María del Mar Manzano Fernández. Centro de Estudios del Colegio de Registradores de la Propiedad y Mercantiles de España. Madrid, España. 2008. Página 226. 


� Citado por Jesús Remón Peñalver en su artículo El documento administrativo y el registro en la obra La Calificación Registral, edición a cargo de Francisco Javier Gómez Gálligo. Editorial Thomson Civitas. España. 2008. Tomo II. Páginas 1268 y 1269.


� Resolución 581-2004-SUNARP-TR-L


� Resolución 676-A-2004-SUNARP-TR-L.


� Resolución 1286-2008-SUNARP-TR-L.


� Resolución 1653-2013-SUNARP-TR-L.


� Resolución 454-2014-SUNARP-TR-L. Criterio y contenido parecido sobre el mismo tema (faja marginal y autoridad autónoma del agua) lo encontramos también en las resoluciones 969-2013-SUNARP-TR-L y 691-2013-SUNARP-TR-L.


� Sentencia del Tribunal Constitucional. Expediente 3741-2004-AA/TC. Ramón Hernando Salazar Yarlenque. La mencionada sentencia vino a traer la institución del Control Difuso. 


� Artículo denominado ¿La constitución o la ley? Esquizofrenia, publicado en el diario El Comercio el Sábado, 19de Abril de 2014. 


� Expediente 4293-2012-PA/TC Consorcio Requena.





